
 

 

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DE DELEGACIÓN 

NRO. 011-GADMCE-2025 

 

Abg. Vicko Alfredo Villacís Tenorio, Mgtr. 

Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 

cantón Esmeraldas 

 

Considerando: 

 

Que, el Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: “En 

todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 

garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las 

siguientes garantías: l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 

motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las 

normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia 

de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 

resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 

considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán 

sancionados.”; 

 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador expresa: 

“Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad 

estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean 

atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar 

acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y 

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

 

Que, el artículo 227 de la Carta Magna establece: “La administración 

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios 

de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación, participación, planificación, 

transparencia y evaluación”; 

 

Que, el Art. 233 de la Constitución de la República del Ecuador, manda: 

“Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades 

por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones o por omisiones, y 



 

 

serán responsable administrativa, civil y penalmente por el manejo y 

administración de fondos, bienes o recursos públicos. Las servidoras o 

servidores públicos y los delegados o representantes a los cuerpos 

colegiados a las instituciones del Estado, estarán sujetos a las sanciones 

establecidas por delitos de peculado, cohecho, concusión y 

enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las penas 

correspondientes serán imprescriptibles y en estos casos, los juicios se 

iniciarán y continuarán incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas 

normas también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun 

cuando no tengan las calidades antes señaladas. Las personas contra 

quienes exista sentencia condenatoria ejecutoriada por los delitos de 

peculado, enriquecimiento ilícito, concusión, cohecho, tráfico de 

influencias, oferta de realizar tráfico de influencias, y testaferrismo; así como, 

lavado de activos, asociación ilícita, y delincuencia organizada 

relacionados con actos de corrupción; estarán impedidos para ser 

candidatos a cargos de elección popular, para contratar con el Estado, 

para desempeñar empleos o cargos públicos y perderán sus derechos de 

participación establecidos en la presente Constitución.”; 

 

Que, la citada norma constitucional en su artículo 238 dice: “Los gobiernos 

autónomos descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa 

y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, 

equidad interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún 

caso el ejercicio de la autonomía permitirá la secesión del territorio 

nacional. Constituyen gobiernos autónomos descentralizados las juntas 

parroquiales rurales, los concejos municipales, los concejos metropolitanos, 

los consejos provinciales y los consejos regionales”; 

 

Que, el artículo 288 de Constitución de la República del Ecuador, 

expresamente determina que: “Las compras públicas cumplirán con 

criterios de eficiencia, trasparencia, calidad, responsabilidad ambiental y 

social. Se priorizarán los productos y servicios nacionales, en particular los 

provenientes de la economía popular y solidaria, y de las micro, pequeñas 

y medianas unidades productivas”; 

 

Que, el Art. 6 del Código Orgánico Administrativo, prescribe: “Los 

organismos que conforman el Estado se estructuran y organizan de manera 

escalonada. Los órganos superiores dirigen y controlan la labor de sus 

subordinados y resuelven los conflictos entre los mismos.”; 



 

 

Que, el Art. 7 del Código Orgánico Administrativo, dice: “La función 

administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de 

funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los 

órganos de una misma administración pública, para descongestionar y 

acercar las administraciones a las personas.”; 

 

Que, el Art. 8 del Código Orgánico Administrativo, señala: “Los organismos 

del Estado propenden a la instauración de la división objetiva de funciones 

y la división subjetiva de órganos, entre las diferentes administraciones 

públicas.”; 

 

Que, el Art. 69 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Los órganos 

administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida 

la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración 

pública, jerárquicamente dependientes.”; 

 

Que, el Art. 70 del Código Orgánico Administrativo, manda: “La delegación 

contendrá: 1. La especificación del delegado. 2. La especificación del 

órgano delegante y la atribución para delegar dicha competencia. 3. Las 

competencias que son objeto de delegación o los actos que el delegado 

debe ejercer para el cumplimiento de las mismas. 4. El plazo o condición, 

cuando sean necesarios. 5. El acto del que conste la delegación expresará 

además lugar, fecha y número. 6. Las decisiones que pueden adoptarse 

por delegación. La delegación de competencias y su revocación se 

publicarán por el órgano delegante, a través de los medios de difusión 

institucional.”; 

 

Que, el Art. 71 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “Son efectos 

de la delegación: 1. Las decisiones delegadas se consideran adoptadas 

por el delegante. 2. La responsabilidad por las decisiones adoptadas por 

el delegado o el delegante, según corresponda.”; 

 

Que, el Art. 84 del Código Orgánico Administrativo, dice: “La 

desconcentración es el traslado de funciones desde el nivel central de una 

administración pública hacia otros niveles jerárquicamente dependientes 

de la misma, manteniendo la primera, la responsabilidad por su ejercicio.” 

 

Que, el Art. 99 del Código Orgánico Administrativo, establece sobre el acto 

administrativo: “Son requisitos de validez: 1. Competencia, 2. Objeto, 3. 



 

 

Voluntad, 4. Procedimiento, 5. Motivación”; 

 

Que, el Art. 100 del Código Orgánico Administrativo, dispone: “En la 

motivación del acto administrativo se observará: 1. El señalamiento de la 

norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la determinación de su 

alcance. 2. La calificación de los hechos relevantes para la adopción de la 

decisión, sobre la base de la evidencia que conste en el expediente 

administrativo. 3. La explicación de la pertinencia del régimen jurídico 

invocado en relación con los hechos determinados. Se puede hacer 

remisión a otros documentos, siempre que la referencia se incorpore al texto 

del acto administrativo y conste en el expediente al que haya tenido 

acceso la persona interesada. Si la decisión que contiene el acto 

administrativo no se deriva del procedimiento o no se desprende 

lógicamente de los fundamentos expuestos, se entenderá que no ha sido 

motivado.”; 

 

Que, el Art. 101 del Código Orgánico Administrativo, señala: “El acto 

administrativo será eficaz una vez notificado al administrado. La ejecución 

del acto administrativo sin cumplir con la notificación constituirá, para 

efectos de la responsabilidad de los servidores públicos, un hecho 

administrativo viciado.”; 

 

Que, el Art. 29 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía 

y Descentralización, dice: “El ejercicio de cada gobierno autónomo 

descentralizado se realizará a través de tres funciones integradas: (…) b) De 

ejecución y administración;”; 

 

Que, el artículo 59 del Código Orgánico de Organización Territorial 

Autonomía y Descentralización, establece: “El alcalde o alcaldesa es la 

primera autoridad del ejecutivo del gobierno autónomo descentralizado 

municipal, elegido por votación popular de acuerdo con los requisitos y 

regulaciones previstas en la ley de la materia electoral”; 

 

Que, el Art. 60 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía 

y Descentralización, manda: “Le corresponde al alcalde o alcaldesa: (…) i) 

Resolver administrativamente todos los asuntos correspondientes a su cargo. 

(…); 

 

Que, el artículo 60 del Código Orgánico de Organización Territorial 



 

 

Autonomía y Descentralización, menciona: “Le corresponde al alcalde o 

alcaldesa: (…) o) La aprobación, bajo su responsabilidad civil, penal y 

administrativa, de los traspasos de partidas presupuestarias, suplementos y 

reducciones de crédito, en casos especiales originados en asignaciones 

extraordinarias o para financiar casos de emergencia legalmente 

declarada, manteniendo la necesaria relación entre los programas y 

subprogramas, para que dichos traspasos no afecten la ejecución de obras 

públicas ni la prestación de servicios públicos. El alcalde o la alcaldesa 

deberá informar al concejo municipal sobre dichos traspasos y las razones 

de los mismos.”; 

 

Que, el Art. 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, dice: “Esta Ley establece el Sistema Nacional de Contratación 

Pública y determina los principios y normas para regular los procedimientos 

de contratación para la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución 

de obras y prestación de servicios, incluidos los de consultoría, que realicen: 

4. Las entidades que integran el Régimen Seccional Autónomo”; 

 

Que, el artículo 6, numeral 16 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, define: “16. Máxima Autoridad.- Quien ejerce 

administrativamente la representación legal de la entidad u organismo 

contratante. Para efectos de esta Ley, en los gobiernos autónomos 

descentralizados, la máxima autoridad será el ejecutivo de cada uno de 

ellos. (…) 9a.- Delegación.- Es la traslación de determinadas facultades y 

atribuciones de un órgano superior a otro inferior, a través de la máxima 

autoridad, en el ejercicio de su competencia y por un tiempo determinado. 

Son delegables todas las facultades y atribuciones previstas en esta Ley 

para la máxima autoridad de las entidades y organismos que son parte del 

sistema nacional de contratación pública. La resolución que la máxima 

autoridad emita para el efecto podrá instrumentarse en decretos, 

acuerdos, resoluciones, oficios o memorandos y determinará el contenido y 

alcance de la delegación, sin perjuicio de su publicación en el Registro 

Oficial, de ser el caso. Las máximas autoridades de las personas jurídicas de 

derecho privado que actúen como entidades contratantes, otorgarán 

poderes o emitirán delegaciones, según corresponda, conforme a la 

normativa de derecho privado que les sea aplicable. En el ámbito de 

responsabilidades derivadas de las actuaciones, producto de las 

delegaciones o poderes emitidos, se estará al régimen aplicable a la 

materia.”; 



 

 

 

Que, el artículo 61 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, determina: “Si la máxima autoridad de la Entidad Contratante 

decide delegar la suscripción de los contratos a funcionarios o empleados 

de la entidad u organismos adscritos a ella o bien a funcionarios o 

empleados de otras entidades del Estado, deberá emitir la resolución 

respectiva sin que sea necesario publicarla en el Registro Oficial, debiendo 

darse a conocer en el Portal COMPRASPÚBLICAS. Esta delegación no 

excluye las responsabilidades del delegante. Para la suscripción de un 

contrato adjudicado no se requerirá de autorización previa alguna.”; 

 

Que, el Art. 6 del Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional 

de Contratación Pública, expone: “Son delegables todas las facultades 

previstas para la máxima autoridad tanto en la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública como en este Reglamento General, con 

excepción de lo previsto en el primer inciso del artículo 57 de la referida Ley. 

Aún cuando no conste en dicha normativa la facultad de delegación 

expresa. La resolución que la máxima autoridad emita para el efecto 

determinará el contenido y alcance de la delegación. En el caso de 

entidades contratantes que cuenten con menos de tres (3) servidores 

públicos encargados de la actividad administrativa de la contratación 

pública, podrán llevar a cabo e intervenir en varias fases o etapas de la 

contratación, sin necesidad de aplicar las normas que regulen la separación 

de funciones. Las máximas autoridades de las personas jurídicas de derecho 

privado que actúen como entidades contratantes, otorgarán poderes o 

emitirán delegaciones, según corresponda, conforme a la normativa de 

derecho privado que les sea aplicable. En el ámbito de responsabilidades 

derivadas de las actuaciones, producto de las delegaciones o poderes 

emitidos, se estará al régimen aplicable a la materia. Las resoluciones 

administrativas que se adopten por delegación serán consideradas como 

dictadas por la autoridad delegante. El delegado será personalmente 

responsable de las decisiones y omisiones con relación al cumplimiento de la 

delegación.”; 

 

Que, mediante Acción de Personal No. 044-DATH-2023, de fecha 18 de 

mayo de 2023, fue designado como Coordinador General del GADMCE, el 

Ing. Damián Meza Anchundia, con las atribuciones y responsabilidades 

contenidas en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos 



 

 

del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón 

Esmeraldas.”; 

 

Que, mediante Memorando No. 0429-GADMCE-A-2025, de fecha 28 de 

febrero del 2025, el Abg. Vicko Alfredo Villacis Tenorio, Alcalde del Cantón 

Esmeraldas, dispone a la Abg. Ariana Manrique Viteri, Procuradora Síndica 

del GADMCE, elaborar la resolución administrativa para delegación al 

Coordinador General del GADMCE, Ing. Damián Meza Anchundia, para 

que suscriba procesos concernientes a contratación pública (inicio de 

procesos, adjudicaciones, contratos, trámites SERCOP, reforma y 

aprobación del PAC, y solicitud de certificaciones presupuestarias), a partir 

del 05 de marzo de 2025 hasta el 13 de marzo de 2025; 

 

y, en uso de sus facultades legales y constitucionales, 

 

RESUELVE: 

 

ARTÍCULO 1.- DELEGAR al Ing. Damián Meza Anchundia, Coordinador 

General del GADMCE, desde el día 05 de marzo de 2025 hasta el 13 de 

marzo de 2025, para que pueda efectuar las siguientes competencias y/o 

actos a ejercer para el cumplimiento de las mismas conferidas a mi persona 

por ley, según corresponda: Autorizar traspasos de partidas presupuestarias 

por emergencia, autorizar inicio de procesos, suscribir resoluciones de inicio 

de procesos, autorizar pliegos, suscribir resoluciones de adjudicación, 

suscribir órdenes de compra por catálogo electrónico, suscribir contratos, 

autorizar y suscribir resoluciones de reforma PAC y solicitar certificaciones 

presupuestarias, de conformidad con la facultad establecida en el numeral 

9a, del Art. 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública. 

 

ARTÍCULO 2.- La presente delegación estará sujeta a lo dispuesto en el Art. 

73 del Código Orgánico Administrativo. 

 

ARTÍCULO 3.- DISPONER a la Dirección de Tecnologías de la Información y la 

Dirección de Comunicaciones del GADMCE, la publicación de la presente 

Resolución Administrativa en el portal institucional para publicidad de la 

misma. 

 



 

 

ARTÍCULO 4.- ENCARGAR a la Secretaría General y de Concejo del GADMCE 

la incorporación de la presente resolución en el archivo municipal y la 

notificación oportuna del contenido de la misma a todas las direcciones y 

personas relacionadas y pertinentes para su cumplimiento y ejecución, de 

conformidad con las atribuciones conferidas por el Estatuto Orgánico de 

Gestión Organizacional por Procesos del GADMCE y la ley. 

 

ARTÍCULO 5.- En todo lo no previsto en la presente Resolución, se estará a lo 

dispuesto por el COOTAD, el COA, la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública, su Reglamento General y demás normas de carácter 

administrativo dictadas por el SERCOP. 

 

DISPOSICIÓN FINAL.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de 

la presente fecha. 

 

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE.- Dado en la ciudad de Esmeraldas, a los 28 

días del mes de febrero de 2025. 

 

 

 

ABG. VICKO ALFREDO VILLACÍS TENORIO, MGTR.  

ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL 

CANTÓN ESMERALDAS 
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